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En atención a su comunicación de la referencia, mediante la cual consulta sobre 
las inhabilidades de un trabajador oficial para litigar vía consultorio jurídico, me 
permito dar respuesta en los siguientes términos: 

Respecto de la noción de empleo público y las funciones del mismo, el 
artículo 122 de la Constitución Política establece: 

“No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento, 
y para proveer los de carácter remunerado se requiere que estén contemplados en 
la respectiva planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto 
correspondiente.” 

Así mismo, el artículo 123 Superior indica que: 

“ARTÍCULO 123. Son servidores públicos los miembros de las corporaciones 
públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades 
descentralizadas territorialmente y por servicios. 

Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán 
sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. 

La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente 
desempeñen funciones públicas y regulará su ejercicio”. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#122
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De acuerdo con lo anterior, los servidores públicos que prestan sus servicios al 
Estado, pueden clasificarse como miembros de las corporaciones públicas, 
empleados públicos y trabajadores del Estado. 

Ahora bien, esta Dirección Jurídica se ha pronunciado sobre la posibilidad de que 
los servidores públicos presten servicios en el sector privado, precisando que, de 
acuerdo con las normas sobre inhabilidades e incompatibilidades aplicables a 
éstos se considera que no hay impedimento para que un empleado público 
(distinto de los abogados) pueda prestar sus servicios de manera particular o en 
entidades del sector privado, siempre que no se trate de asuntos relacionados con 
las funciones propias de su empleo y que en todo caso, los servicios los preste el 
empleado fuera de su jornada laboral, en caso contrario se violaría el deber legal 
de dedicar la totalidad del tiempo reglamentario al desempeño de las labores 
encomendadas, como empleado público. 

No obstante, para el caso de quienes ejercen la profesión de abogados, se tiene 
que la Ley 1123 de 2007, señala lo siguiente: 

“ARTÍCULO 29. INCOMPATIBILIDADES. No pueden ejercer la abogacía, aunque 
se hallen inscritos: 1. Los servidores públicos, aun en uso de licencia, salvo 
cuando deban hacerlo en función de su cargo o cuando el respectivo contrato se 
los permita. Pero en ningún caso los abogados contratados o vinculados podrán 
litigar contra la Nación, el departamento, el distrito o el municipio, según la esfera 
administrativa a que pertenezca la entidad o establecimiento al cual presten sus 
servicios, excepto en causa propia y los abogados de pobres en las actuaciones 
que deban adelantar en ejercicio de sus funciones. 

PARÁGRAFO. Los abogados titulados e inscritos que se desempeñen como 
profesores de universidades oficiales podrán ejercer la profesión de la abogacía, 
siempre que su ejercicio no interfiera las funciones del docente. Así mismo, los 
miembros de las Corporaciones de elección popular, en los casos señalados en la 
Constitución y la ley.” (...)” 

Por su parte, la Corte Constitucional en sentencia C-1004 del 22 de noviembre de 
2007, Magistrado Ponente: Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, al estudiar la 
demanda de inconstitucionalidad contra el Artículo 29 numeral 1 parágrafo de la 
Ley 1123 de 2007, señaló: 

“14.- Como se desprende de la lectura del Artículo en mención, no pueden ejercer 
la profesión de abogacía - aun cuando se encuentren inscritas y en uso de licencia 
- aquellas personas que ostenten la calidad de servidores públicos. Lo 
establecido en el numeral primero del Artículo 29 representa la regla general y 
tiene como destinatarios a los servidores públicos. El parágrafo, configura, 
entretanto, la excepción y se aplica a los servidores públicos que además sean 
docentes de universidades oficiales. 
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La regla general consiste, por consiguiente, en que a los servidores públicos no 
se les permite prima facie ejercer la profesión de abogacía, así estén debidamente 
inscritos y quieran hacerlo en uso de licencia. Únicamente pueden los servidores 
públicos ejercer la profesión de abogacía cuando deban hacerlo por función de su 
cargo o cuando el respectivo contrato se los permite. Se les prohíbe de manera 
terminante a los servidores públicos litigar contra la Nación, el Departamento, el 
Distrito o el Municipio dependiendo del ámbito de la administración a que se 
suscriba la entidad o el establecimiento al que estén vinculados estos servidores 
públicos. No obstante lo anterior, se permite a los servidores públicos litigar en 
causa propia y fungir como abogados de pobres. 

15.- Puede afirmarse hasta aquí, que lo establecido en el numeral primero del 
Artículo 29 cumple varios propósitos pero se orienta, en particular, a asegurar la 
dedicación exclusiva de los servidores públicos al ejercicio de sus funciones. Lo 
anterior concuerda con lo dispuesto, a su turno, por el numeral 11 del Artículo 34 
del Código Disciplinario Único de conformidad con el cual es deber de los 
servidores públicos “[d]edicar la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al 
desempeño de las funciones encomendadas, salvo las excepciones legales.” De 
este modo, se restringe el ejercicio privado de la profesión bajo la aplicación del 
principio de eficacia pero también en consideración de los principios de neutralidad 
e imparcialidad en el sentido de asegurar la dedicación exclusiva de los servidores 
públicos al ejercicio de sus funciones y, por otro lado, impedir que los servidores 
públicos profesionales de la abogacía - que estén debidamente inscritos - incurran 
en situaciones que puedan originar conflictos de intereses. 

“ (...)” 

20.- A partir de lo expuesto hasta este momento, pueden efectuarse, entonces, las 
siguientes distinciones: (i) el numeral 1 del Artículo 29 de la Ley 1123 de 2007 trae 
consigo una regla general en materia de incompatibilidades para los abogados 
inscritos que al mismo tiempo sean servidores (as) públicos (as) y es que, en 
principio, no pueden litigar, así tengan la licencia para ello. (ii) El mismo numeral 
prevé para todos (as) los (as) servidores (as) públicos (as) sin excepción ciertas 
salvedades que de presentarse los (las) habilitarían para ejercer su profesión de 
abogacía cuando: (a) lo deban hacer en función de su cargo; (b) el respectivo 
contrato se los permita; (c) litiguen en causa propia; (d) obren como abogados de 
pobres.” 

De acuerdo con el análisis de la Corte Constitucional, históricamente se ha 
previsto la necesidad de restringir a las personas que ostentan la calidad de 
servidores públicos, el ejercicio privado de su profesión, así como se les ha 
impedido ejercer más de un cargo público. 

Lo anterior con el fin de asegurar la dedicación exclusiva de los servidores 
públicos al ejercicio de sus funciones, bajo la aplicación de los principios de 
eficacia, neutralidad e imparcialidad y también para impedir que los servidores 
públicos profesionales de la abogacía, que estén debidamente inscritos, incurran 
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en situaciones que puedan originar conflictos de intereses. Para todos los 
servidores públicos se prevén ciertas salvedades que de presentarse los 
habilitarían para ejercer su profesión de abogacía cuando: (a) lo deban hacer en 
función de su cargo; (b) el respectivo contrato se los permita; (c) litiguen en causa 
propia; (d) obren como abogados de pobres en ejercicio de sus funciones. 

Se aclara que en ningún caso los abogados contratados o vinculados podrán 
litigar contra la Nación, el departamento, el distrito o el municipio, según la esfera 
administrativa a que pertenezca la entidad o establecimiento al cual presten sus 
servicios, excepto en causa propia y los abogados de pobres en las actuaciones 
que deban adelantar en ejercicio de sus funciones. 

Por lo tanto, los servidores públicos se encuentran inhabilitados para ejercer la 
abogacía de conformidad con lo señalado en la Ley 1123 de 2007, y en la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional, con las excepciones que fueron 
anteriormente citadas. 

Ahora bien, en el caso analizado, se advierte que el servidor público (trabajador 
oficial) de que trata su consulta es estudiante de derecho, lo que quiere decir que 
las actuaciones que adelanta en el consultorio jurídico están enmarcadas dentro 
del escenario de aprendizaje práctico de una institución de educación superior, en 
la cual, los estudiantes de los programas de derecho, bajo la supervisión, la guía y 
la coordinación del personal docente y administrativo que apoya el ejercicio 
académico, adquieren conocimientos y desarrollan competencias, habilidades y 
valores éticos para el ejercicio de la profesión de abogado, prestando el servicio 
obligatorio y gratuito de asistencia jurídica a la población establecida en la ley. 

En este sentido y, para dar respuesta puntual a su consulta, bajo el entendido de 
que el servidor público es un estudiante de derecho que aún no tiene la calidad de 
abogado, se infiere que podrá adelantar las actividades que le sean asignadas en 
el consultorio jurídico de su institución educativa, como parte de su proceso de 
formación y aprendizaje en el ejercicio de la profesión de abogado, ya que en tales 
circunstancias se considera que no se configura la incompatibilidad contenida en 
el artículo 29 de la Ley 1123 de 2007. 

Para mayor información respecto de las normas de administración de los 
empleados del sector público; y demás temas competencia de este Departamento 
Administrativo, me permito indicar que en el 
link https://www.funcionpublica.gov.co/eva/es/gestor-normativo podrá encontrar 
conceptos relacionados con el tema, que han sido emitidos por esta Dirección 
Jurídica. 

El anterior concepto se emite en los términos establecidos en el artículo 28 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Cordialmente, 
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Este documento fue tomado directamente de la página oficial de la entidad que lo 

emitió.  


